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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro F. Lorenzo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Eleonora Bianchi, Gustavo Borsari Brenna, 
Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico y Javier Salsamendi. 


ASISTE: Señor Representante Juan José Bruno. 
INVITADOS: — Señores integrantes de la Comisión Departamental del Patrimonio de Durazno, licenciado 


Oscar Padrón e historiador José Pedro Rodríguez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida al señor 
Diputado Bruno y a los miembros de la Comisión Departamental del Patrimonio de Durazno, el licenciado 
Oscar Padrón, y el historiador José Pedro Rodríguez, que han venido para referirse al proyecto de ley que 
declara a la ciudad capital de Durazno como "Capital de los Caudillos". 


SEÑOR BRUNO.- Antes que nada, agradezco la deferencia de la Comisión de recibirnos. 


El licenciado Padrón y el historiador Rodríguez van a fundamentar el proyecto. Yo quería trasmitir que fue 
presentado luego de varias instancias de reunión con la Comisión Departamental del Patrimonio. Para que 
tengan una idea, la Comisión está integrada por prestigiosas personalidades del departamento vinculadas con 
la historia y la infraestructura de la ciudad, ya que también están participando arquitectos. 


Como ustedes saben, las Comisiones todavía no son formales. Hay un proyecto que, según nos ha dicho la 
gente del Poder Ejecutivo, está por venir en estos días sobre la formalización de las Comisiones 
Departamentales del Patrimonio, para que tengan una relación más fluida con la Comisión Nacional, que 
también incluye una reestructura de dicha Comisión. 


En este caso, ¿cuál es la idea general? El centro del país tiene valores intangibles como son los histórico 
culturales que los uruguayos no hemos valorizado formalmente, y creemos que este es un elemento 
importante en ese sentido. 


También debemos decir y es bueno que los integrantes de la Comisión lo conozcan que no creemos que sea 
un tema del departamento de Durazno solamente sino del centro del país. El eje Ruta 5, yo diría Canelones, 
Florida, Sarandí Grande, Durazno y hasta Paso de los Toros, tiene una importancia interesante desde el punto 
de vista histórico. En cada uno de esos lugares hay un acervo cultural, en algunos casos en zonas rurales, que 
no hemos aprovechado como corresponde desde ningún punto de vista. Por supuesto que las Intendencias de 
Durazno, Florida y Flores están trabajando en la posibilidad que tienen esas zonas del país de ser atractivos 
turísticos. Para ello, lo que ven como posible no es el turismo al sol ni las termas, aunque ahora en 
Centenario hay un proyecto termal que aún es incipiente pero es interesante. 


Indudablemente, el turismo histórico cultural es una de las facetas interesantes que puede mostrar el centro 
del país, y también queremos trasmitírselo a ustedes. 


Como ven, hay varios aspectos vinculados a lo histórico, a lo cultural, a lo turístico, que nos interesan. En 
este caso en particular, conversábamos con la Comisión del Patrimonio sobre el hecho de que, poco apoco, 
hay que ir dando un perfil a los distintos centros poblados en el sentido de que el visitante y el lugareño 
puedan identificar los valores que en ellos se encuentran. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Ese eje centro del cual hablaba el señor Diputado Bruno ha estado retraído 
desde hace muchísimo tiempo, y en estos últimos años los actores tanto políticos como sociales han 
comprendido que apostar a revalorizar los testimonios que, gracias a Dios, existen en el departamento 
de Durazno y no se han perdido, como ha sucedido en otros departamentos, puede constituirse en un 
pilar fundamental como puntal turístico en la zona centro del país. 


Gracias al estudio de una cantidad de profesionales jóvenes, como es el caso de nuestro licenciado Oscar 
Padrón, se han podido ir rescatando todos esos testimonios, con el apoyo del Gobierno Departamental, que 
desde muy temprano comprendió la necesidad de formalizar una Comisión del Patrimonio que ya lleva 
muchísimos años trabajando y que no ha tenido diferencias con los cambios de las personas que la han 
integrado. Por el contrario, ha incorporado, principalmente, a más profesionales a esta tarea y, a través de la 
investigación, con apoyo de instituciones nacionales e internacionales, se han recuperado mediante las 
excavaciones otros testimonios que se sabía que estaban allí y hoy se constituyen en elementos que 
sorprenden a los visitantes que transitan, principalmente, por el casco histórico de la ciudad de Durazno. 


Para finalizar y dejar al licenciado que haga su presentación, quiero agregar que Durazno cuenta con 
testimonios únicos en el país del período artiguista hasta la fecha y aún anteriores, que han sido recuperados 
y rescatados. En este caso, con el proyecto que mencionaba anteriormente el señor Diputado se busca 
equilibrar esa ruta turística que se podría formar determinando que las preponderantes figuras de nuestra 


historia nacional estuvieron allí, pasaron por allí, realizaron actividades relevantes, porque ese lugar era, ha 
sido y sigue siendo hoy en día un epicentro geopolítico muy relevante. 


SEÑOR PADRÓN.- Señor Presidente; señores integrantes de la Comisión; señor Diputado Bruno: 
buenos días y muchas gracias por estos minutos que nos conceden. 


Hemos traído una presentación en Power Point muy sintética, para tratar de fundamentar la propuesta de 
denominar a Durazno "Capital de los Caudillos" y, además, un trabajo más sólido desde el punto de vista 
documental, que va a quedar a disposición de ustedes. 


Soy integrante de la Comisión del Patrimonio Departamental y asesor de cultura desde hace varios años en la 
Intendencia. 


En el comienzo de nuestro trabajo decimos que la historiografía nacional ha dejado con frecuencia de lado el 
análisis del papel que los distintos pagos y localidades tuvieron en la formación del pueblo oriental. Han 
quedado, así, relegados al olvido importantes acontecimientos y sucesos que tuvieron como escenario el 
interior del país. Prácticamente, todas las antiguas poblaciones del país tienen blasones de esas 
características, que deberían estar en conocimiento de todos sus habitantes. 


En el caso de la actual ciudad de Durazno, cuenta entre sus anales la singular condición de haber sido elegida 
por Rivera y Lavalleja sucesivamente como centro de su intenso y decisivo accionar político militar. 


Tanto la historiografía como la tradición popular han recogido los vínculos que Rivera mantenía con la 
ciudad de Durazno; algunos atribuyéndolos a la vida amorosa del caudillo, otros a su visión geopolítica 
estratégica. Mucho menos conocida es la vinculación de Lavalleja con Durazno, y para eso hay que 
introducirse en lo que fue el segundo proceso revolucionario de nuestro país, de 1825 a 1828, en el cual el 
caudillo tomó directamente a la Villa San Pedro del Durazno como base de su accionar político y militar. 


Lo mismo sucedió con Rivera, tanto en su primera Presidencia como en la segunda. Estos son antecedentes 
que no tiene prácticamente ninguna otra ciudad del interior del país, y por eso Durazno viene destacando esos 
factores. Además, como bien decía mi compañero José Padrón, en el caso de Durazno, se da la feliz 
circunstancia de que no solo haya antecedentes históricos sino también testimonios materiales de esos 
sucesos, cosa que lamentablemente no pasa con otras ciudades del país, ricas en antecedentes históricos que 
la piqueta fatal del progreso ha destruido. 


Durazno ha perdido mucho pero, felizmente, ha logrado conservar mucho, y en este Power Point podrán ver 
algún indicador de lo que decimos. 


Hay una presencia artiguista previa a la de Lavalleja y Rivera, que tiene que ver con el regreso del Éxodo. Al 
retornar, pasan por el antiguo Paso del Durazno, y ahí se suscribe un documento fundamental como ustedes 
saben para la historia de nuestro país, como la Precisión del Yi, que es todo un manifiesto de la autonomía de 
los orientales frente al centralismo. Esa característica de la región central de ser sede de manifestaciones de la 
autonomía oriental es algo que se repite en la historia. 


Sabemos que el cuadro que estamos viendo está pensado para Purificación, pero la escena de Artigas a orillas 
del Yi, suscribiendo la famosa Precisión del Yi, debió ser bastante parecida. 


Todo hace pensar gracias a la excelente documentación pictórica de Besnes Irigoyen que la casa en la cual 
vivió Artigas y suscribió esos importantes documentos, como la Precisión del Yi y el Pacto del Yi, era esta 
antigua casona que aparece en la fotografía, que se conserva en parte. Perdió el altillo de la azotea, pero 
buena parte de la antigua construcción todavía se conserva. Lamentablemente, no es patrimonio público y 
consideramos que debería serlo por el valor que posee. Ustedes saben que los testimonios materiales del 
período artiguista son muy escasos. 


Pasamos a la fundación de San Pedro del Durazno. El origen de esta población es bastante particular, porque 
fue muy criolla, muy oriental. José Monegal la definió como "pueblo milico y gaucho", por sus 
características. Nace en el período portugués y es fundada por Rivera, que desde el principio la transforma en 
la base de su acción militar, primero, y política, después. 


Allí se establece el Regimiento de Dragones de la Unión, del cual participa Lavalleja que, como ustedes 
saben, tuvo una destacadísima participación en la revolución que se inicia en 1825. 


Este es el panorama también gracias a Besnes Irigoyen de esa humilde villa en el corazón del país. ¿Cuándo 
Durazno empieza a tomar un papel protagónico en el país? A partir de esta segunda revolución; primero, 
como centro militar. Es la primera población en jurar la Bandera de los Treinta y Tres Orientales, en una 
ceremonia muy emotiva, que ha quedado registrada por una carta de uno de los oficiales del regimiento. 


En el inicio mismo de la revolución se encuentran en la Villa del Durazno Lavalleja y Rivera, para establecer 
lo que va a ser esa política, ese impulso de la nueva revolución que comenzaba. 


Acá se ven algunas copias facsimilares de documentos impresos de la época donde se menciona a San Pedro 
del Durazno y aparecen las firmas de Rivera y de Lavalleja, dando inicio a la revolución. De esta 
documentación, felizmente, tenemos muchísimos ejemplares documentales. Les vamos a dejar a la Comisión 
este trabajo monográfico, donde hay solamente algunos de los ejemplares con que contamos. 


Aquí se marca la presencia importante de unidades militares y de las propias oficinas de Gobierno, ya en el 
año 1825. 


Sin lugar a dudas, el lugar estratégico de Durazno en el centro del país explica su relevancia. 


Estos son solamente algunos de los elementos. Por ejemplo, siempre se habla de la Batalla de Sarandí, que 
fue fundamental. ¿Cuál era el objetivo de los brasileños en esa zona? ¿Por qué iban a la Villa de San Pedro 
del Durazno? Porque tomando Durazno, se caía la revolución, ya que era el centro militar. Estaban las 
oficinas de Gobierno ya funcionando unas todavía en Florida y otras en Durazno, y sobre todo era el campo 
de prisioneros. Por lo tanto, el centro neurálgico era Durazno. 


Es así que se produce esa gran batalla. Con todo derecho, hoy Sarandí Grande concentra los festejos del 12 
de octubre, por la proximidad con el campo de batalla, pero hay que pensar que en 1825 no existía; por lo 
tanto, el vínculo real en ese momento fue con Durazno. Los heridos de la batalla, los festejos, se hacen en 
Durazno; el parte de Lavalleja se escribe en San Pedro del Durazno. El primero lo hace en el campo de 
batalla y el segundo lo redacta en la Villa de San Pedro del Durazno. 


Después de la Batalla de Sarandí es cuando Lavalleja se afinca en la Villa de San Pedro del Durazno. Hasta 
ese momento, Florida había tenido un rol importante en la revolución, no con la presencia de los caudillos 
que es lo que nosotros rervindicamos sino como sede de la Asamblea de Representantes, pero luego, por la 
proximidad y por el temor a un ataque portugués desde el este, la Asamblea se va a trasladar a San José, y en 
Durazno se va a concentrar el Poder Ejecutivo y la presencia de Lavalleja. 


Por supuesto que la imagen que estamos viendo no es de la época sino de principios del siglo XX, pero 
muestra la Plaza Matriz de Durazno, que fue escenario de tantos sucesos importantes en este período. 


Durazno no pierde el rol militar hasta el final de la revolución. Estaba la imprenta del ejército. La mayor 
parte de esa revolución pasó en Durazno; por eso, en la mayoría de los impresos siempre figura al pie "Villa 
del Durazno". 


En ese momento todavía no actuaba como capital de la Provincia, pero lo va a hacer a partir de 1826, lo que 
determina que la familia de Lavalleja va a vivir durante tres años en Durazno. Me pareció escuchar que 
alguien recordó a doña Ana con aquella famosa frase: "Date corte, Juan Antonio; date corte". Como dice José 
María Paz: "Muy agradable, pero muy vehemente y mandona". 


Esta es la casa que ocupó. Gracias a Besnes Irigoyen tenemos un testimonio fantástico, realmente 
excepcional, porque pinta Durazno en 1839 y tenemos prácticamente las fotografías de la época. Esta casa 
que vemos fue totalmente transformada, y actualmente en ese predio está la Jefatura de Policía. 


Ahí podemos ver los datos que fundamentan el carácter de capital de la Provincia de la Villa de San Pedro del 
Durazno en la época del predominio de Lavalleja. Se instala Lavalleja como Gobernador; se instalan todas 
las Oficinas de Gobierno. 


Las memorias de Carlos Anaya son muy ilustrativas. Hay un período en que Durazno deja de ser la sede del 
Gobierno, porque el grupo unitario exige que se traslade a San José y Lavalleja renuncia, hasta que se 
produce la reacción oriental del año 1827 y lo que se conoce como el Acta oriental, firmada por Lavalleja, 
Julián Laguna, Oribe ahí está Andrés Latorre, y eso determina dos decretos de Lavalleja por los cuales se 
hace de Durazno nuevamente, en octubre del año 1827, capital de la Provincia Oriental, trasladándose otra 
vez todas las oficinas. Luego, va a quedar como Gobernador Delegado Luis Eduardo Pérez. 


Hay obras muy importantes en este período, entre ellas, se puede destacar la creación del Correo Nacional, 
que nace con los decretos del año 1827, en la Villa del Durazno. 


Aquí podemos ver la prensa, la edición de periódicos y otros ejemplares de la imprenta que funcionó en 
Durazno. Es interesante destacar la presencia del escudo argentino, porque todavía éramos una provincia 
argentina. 


Ahí está el Reglamento de Posta que da origen al Correo, firmado en Durazno. Incluso, estaba previsto que la 
Asamblea Constituyente se reuniera en Durazno, y no lo hace porque algunos representantes electos se 
quejan de que quedaba muy lejos. 


Gracias a Besnes, sabemos cómo era la Casa de Gobierno desde la cual gobernó Lavalleja. Felizmente, acá 
hemos tenido más suerte, porque haciendo trabajos de remodelación de la casa se encontraron restos de las 
antiguas construcciones. 


Acaba de comenzar el proceso de puesta en valor de esta casona. Ahí están los muros, que se extienden por 
muchos metros 


Estos son trabajos recientes, y así es como luce ahora, con un piso de vidrio. Esto ha sido obra de la actual 
administración municipal, y es la Sala de Actos "Juan Antonio Lavalleja", que está frente a la plaza, en la 
misma acera de la iglesia de Dieste. Lo interesante es que el cascarón es el original; las paredes son las 
originales, o sea que siempre hemos pensado en un proyecto más amplio de puesta en valor de esta casa. 


Con esto cerramos la parte de Lavalleja y vamos a Rivera. 


Los vínculos de Rivera con Durazno son más conocidos y fueron permanentes. Los propios memorialistas de 
la época hablan de los apasionamientos del Durazno de Rivera. "Maldito pueblo", le dirá la propia 
Bernandina, un poco cansada y con muchos celos fundados, por los comentarios que le llegaban. 


De todos modos, siempre he tenido la convicción de que la presencia de Rivera en Durazno iba mucho más 
allá de una pasional relación amorosa. Había todo un tema de aislarse de determinada dirigencia de la capital 
que lo molestaba, y también de una visión de país diferente. 


De hecho, en su primera Presidencia, tiene la iniciativa de trasladar la capital en el año 1831, y como lo 
recuerda Carlos Anaya, se le impide hacerlo, porque se le dice que no está entre sus atribuciones 
constitucionales trasladar la capital al centro del país. 


La presencia de Bernardina, por supuesto, arranca casi desde la fundación de la villa. Hay infinidad de cartas 
entre ellos que testimonian la presencia de ambos en Durazno. 


La etapa de rebelión de Rivera, durante el año 1836, también se inicia en Durazno. Cuando baja de su 
primera Presidencia comienza la construcción de la gran residencia que existe frente a la plaza principal de 
Durazno. También gracias a Besnes tenemos la imagen de lo que fue la gran casona que construye desde 
1835 a 1840. 


Esta foto no nos permite mostrar la imagen completa, pero felizmente, hace dos años, con la adquisición por 
parte de la Intendencia de la otra fracción, volvió a reunificarse y a tomar las dimensiones originales. Estuvo 
a punto de perderse, pero Durazno logró preservar ese patrimonio, y ahora está integrado. 


Un acto emblemático de esta presencia de Rivera en Durazno es el hecho de que el 25 de mazo de 1839 
asume su segunda Presidencia allí, que es un hecho único en los anales de la historia del país. 


Ahí está Besnes; miren lo que era. Felizmente, no solo Durazno sino todos los pueblos entre Montevideo y 
Durazno tienen el testimonio gráfico fantástico de Besnes. 


Hay algunos elementos documentales que marcan decisiones importantes que se toman desde allí. 
Aquí aparecen los soldados negros e indígenas de las misiones frente a la casa de Rivera. 
Este es un testimonio de los amores de Rivera, con la firma de una hija natural que tuvo en Durazno. 


Con la derrota de Rivera en Arroyo Grande comienza su eclipse como figura militar importante, y entonces 
se va a producir su alejamiento de Durazno, en el año 1843. La documentación señala que uno de los 
propósitos de Rivera, cuando llegara de nuevo al país, era ir a Durazno, pero por una parte Bernardina y, por 
otro, la muerte le impidieron realizar el proyecto. 


Acá está la obra que se hizo el año pasado, derribando la pared que durante ciento treinta años dividió las dos 
fracciones de la casa de Rivera. Ahora luce como lo estamos viendo. 


Esto es lo que llamamos la sala de la Jura de la Presidencia, que era la sala de grandes bailes y actividades 
sociales en los tiempos de Rivera. Al fondo, se ve el despacho. 


Durazno tuvo un gran historiador, que fue el doctor Huascar Parallada, que dejó una documentación muy 
importante y nosotros, en buena medida, trabajamos con lo que dejó. 


Ese es el despacho de Rivera. Hay que tener en cuenta que es prácticamente el único despacho de la época de 
los Jefes de la Patria Vieja que se conserva en el país. Como saben, la Casa de Gobierno en Montevideo 
estaba en el fuerte, que hoy es la Plaza Zabala; por tanto, los antiguos despachos de Gobierno desaparecieron, 
lamentablemente. 


Estos son los trabajos de reacondicionamiento que se han hecho actualmente; de pronto se habrán enterado 
por la prensa. Esa es la restauración de una especie de patio colonial de la época de Rivera todo esto se 
inauguró hace más o menos un mes y medio y da acceso a la cisterna de la época. Todo ese patio es un área 
arqueológica. La tradición habla de los famosos túneles que existirían. Hasta ahora, no han aparecido, pero sí 
el aljibe, que era el más grande de la Villa del Durazno, y ahora se puede bajar y visitarlo. 


Sabemos que hay polvorín. Han aparecido paredes de otras construcciones de la época de Rivera; o sea que 
hay un área arqueológica que consideramos importante que puede ser puesta en valor. 


Esta fotografía, aparentemente, no tiene nada que ver, porque es de una obra de Dieste. Nosotros creemos que 
sí tiene mucho que ver, porque se da el hecho de que esta obra excepcional de la arquitectura universal está 
colocada entre las dos Casas de Gobierno. Es decir: tenemos la Casa de Gobierno de Lavalleja lindando con 
la iglesia y, a veinte metros, esta obra fantástica. Entonces, creemos que Durazno tiene un patrimonio de 
relevancia nacional e internacional que, como bien decía el señor Diputado Bruno, se transforma en un 
estribo para un aprovechamiento turístico realmente significativo. 


Esta es la plaza histórica, que también testimonia de una manera bastante original la otra etapa de nuestro 
Uruguay: la de los inmigrantes, que al final del siglo XIX construyen este monumento como homenaje a 
Colón pero también a ellos mismos, porque habían cruzado el océano y, de alguna manera, habían 
conquistado América. 


Lo importante es que ese Uruguay de los barcos y de los inmigrantes, en el caso de Durazno, no borra al 
viejo Uruguay de los orientales y de la presencia del pueblo oriental y de sus caudillos: Artigas, Rivera y 
Lavalleja. 

Muchas gracias. 


(¡Muy bien!) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos y felicitamos a la delegación por la presentación. 


Estamos planificando hacer una sesión de la Comisión fuera de Montevideo y estábamos comentando con 
algunos integrantes que tal vez podría ser en alguno de estos lugares que vimos. 


SEÑOR ORRICO.- La próxima vez me hablan más de Dieste. 


SEÑOR PADRÓN.- Tenemos una deuda con Dieste, porque la iglesia está bien pero no en las 
condiciones que amerita un patrimonio excepcional del cual somos custodios todos los uruguayos. 


En estos momentos, la Intendencia tiene en marcha un proyecto de ensanchamiento de las aceras, para tratar 
de darle más relevancia a todos esos bienes, y estaría integrando también un proyecto de iluminación. 


SEÑOR ORRICO.- No sé si saben que a la ruta donde está la iglesia de Atlántida se le puso Eladio 
Dieste. 


SEÑOR PADRÓN.- Es más que merecido. 


SEÑOR ORRICO.- Tuve el honor de ser miembro informante del proyecto correspondiente, y la obra 
de Dieste es maravillosa. 


SEÑOR PADRÓN.- Hay otro dato que es mucho menos conocido. El piso de la Iglesia San Pedro del 
Durazno es el primitivo piso de la Iglesia Matriz de Montevideo. Cuando se le cambia el piso, a fines 
del siglo XIX, queda en un rincón, y aquel vasco fantástico, que fue el cura Arrospide, que estaba 
juntando moneditas para poder terminar la iglesia, dice: "Esto es mío", y se lo lleva en tren para 
Durazno. Por eso, cuando se visita la iglesia se ve que el piso está recolocado. 


Creo que es el único templo del país y perdonen la camiseta duraznense que muestra tres momentos 
fundamentales de nuestra historia: el basamento colonial, el mundo de los inmigrantes y la apuesta a la 
modernidad de Dieste. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero que conste en la versión taquigráfica que la iglesia original fue hecha por el 
arquitecto Elciario Boix, de cuyo nieto soy muy amigo. Lo importante a destacar desde el punto de 
vista histórico, es que cuando se destruye la iglesia y le dicen a Dieste que haga lo que quiera con eso, él 
dice: "Sí, pero la fachada la dejamos así". 


O sea que él reconoce la obra de Boix, que fue muy importante. Él hizo, a mi juicio, la mejor catedral que 
existe en este país, que es la de Paso de los Toros, y ya que estamos homenajeando a Durazno, tengamos en 
cuenta que don Elciario Boix también estuvo por allí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el aporte que hemos recibido. 


(Se retiran de Sala el señor Representante Bruno y miembros de la Comisión Departamental del Patrimonio 
de Durazno) 


——— ¿Qué vamos a hacer con este tema? 
SEÑOR CÁNEPA.- Nosotros vamos a consultar a Pedro Soust y la semana que viene lo votamos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero hacer un planteo con respecto a dos temas que tenemos en la 
Comisión. 


Uno de ellos figura en noveno término del orden del día. No pretendo tratarlo ahora; simplemente, quiero 
llamar la atención al respecto. 


Este proyecto tiene que ver con el control de la comercialización, el etiquetado y la calidad de las bebidas 
alcohólicas que se venden en este país. 


En su momento, los artículos 7” y 8” de la Ley N* 17.753, de junio de 1996, conocida como Ley de 
desmonopolización de alcoholes, establecieron cuál era el marco del control de la comercialización, el 
etiquetado y la calidad de los alcoholes en el Uruguay. Esto tuvo un pequeño problema. El segundo inciso del 
artículo 7” señala: "La reglamentación establecerá el plazo para que se cumpla lo dispuesto en el inciso 
anterior". Y el último inciso del artículo 8* dice: "El Poder Ejecutivo, al reglamentar la presente disposición, 
publicará las respectivas normas UNIT para alcoholes y bebidas alcohólicas". 


Desde ese año hasta principios de este, nunca se reglamentó ni se publicaron las normas UNIT, por lo cual 
fue absolutamente imposible cumplir esta disposición. Es más: el Estado acaba de perder ante un recurso de 
inconstitucionalidad por aplicación de esta norma. 


Por lo tanto, este proyecto del Poder Ejecutivo plantea una modificación a los efectos de permitir que la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland pueda llevar adelante la imprescindible tarea 
de controlar la comercialización, el etiquetado y la calidad de las bebidas alcohólicas. Obviamente, esta 
parece una tarea fundamental desde el punto de vista social, por lo cual estamos intentando llamar la atención 
del resto de los integrantes de la Comisión, a efectos de que se pueda hacer un estudio lo más 
concienzudamente posible de este importante tema. 


No se me escapa que ha habido algunas diferencias al respecto; incluso, en la Comisión de Industria, Energía 
y Minería hay un proyecto presentado creo que en el año 2006 que plantea modificar el ámbito institucional 
desde el cual se realiza este control, pero reitero que solo quiero llamar la atención de los miembros de la 
Comisión, a los efectos de que si no hubiere mayor oposición, dada la importancia del tema, se pudiera 
proceder a su más rápida aprobación. 


Hay otro elemento sobre el que quisiera llamar la atención, y es que hemos recibido un proyecto de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Es discutible que el artículo 240 de la Constitución le otorgue iniciativa legislativa entendida en los términos 
tradicionales, esto es, que la presentación de un proyecto por parte de la Suprema Corte de Justicia movilice 
el inicio del trámite legislativo. Esto puede ser discutible; depende de la interpretación que se dé al artículo 
240 de la Constitución. 


Independientemente de ello, me parece que lo que se plantea, es decir, la modificación del artículo 78.2 del 
Código General del Proceso es un tema lo suficientemente importante como para que veamos cuál es la 
solución a estos efectos. 


Quiero hacer una aclaración, porque es un tema delicado y quiero ser lo más preciso posible. Con esto que 
estoy plantando no me expido sobre el contenido del artículo 240 y las facultades que concede; como casi 
todos los temas importantes en materia jurídica y, sobre todo, de interpretación constitucional admite 
interpretaciones diversas. Dado que considero de fundamental importancia el tema planteado, hice este 
planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al primer punto, entiendo que es un tema importante. Inclusive, 
en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social hay un proyecto del Poder Ejecutivo sobre 
regulación de consumo de alcohol y su comercialización; eventualmente, podría integrarse. 


No sé qué tratamiento se le quiere dar. Está en el orden del día, y tenemos muchos proyectos importantes. 
Entiendo que este también lo es, pero tengo algunos comentarios para hacer sobre el texto y la localización 
del control en ANCAP. 


Uno de los problemas que tiene el país, no solo en ANCAP, es que hay Entes públicos que fueron 
monopólicos y hoy no lo son, en los que conviven la explotación en competencia y el contralor. Esos son dos 
cometidos naturalmente contrapuestos, y a veces, el control se convierte en una forma de influir en la 
competencia. También lo digo desde mi experiencia privada en un ámbito muy particular, sin perjuicio de que 
las autoridades siempre han sabido manejar eso con total independencia y de manera apropiada, pero son 
roles difíciles de compatibilizar. 


Sobre el segundo punto, basta con la firma de un legislador para darle estado parlamentario, si hubiera dudas 
acerca de la iniciativa que pudiera tener la Suprema Corte de Justicia. De cualquier manera, me parece que es 
importante, más allá de que cambiemos el orden del día para sesiones posteriores, tratar los asuntos en el 
orden en que están. 


SEÑOR CÁNEPA.- Yo quiero tratar los proyectos que están en el orden del día, y comparto lo que dijo 
el Presidente al final. 


De todos modos, sin entrar en debates, quiero dejar una constancia. Ya sucedió en esta Legislatura algo 
similar, y en su momento, con el señor Diputado Borsari Brenna se evaluó esto cuando vinieron el Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia y algunos de sus miembros y presentaron un anteproyecto de reforma del 
Código del Proceso Penal que fue firmado por los miembros de esta Comisión para darle estado 
parlamentario. 


En mi opinión, no resiste el menor análisis el hecho de que el Poder Judicial no tiene iniciativa legislativa, y 
para mí no es un tema meramente formal. Así como otros Poderes del Estado celosamente guardan la 
independencia de sus funciones y rechazan cualquier injerencia, como miembro del Poder Legislativo quiero 
decir que el artículo 133 de la Constitución de la República es meridianamente claro. La iniciativa de 
cualquier legislador de cualquiera de las Cámaras está establecida en la Constitución, y el artículo 240 se 
refiere a la promoción, que no es igual a iniciativa. 


La promoción implica la posibilidad de estar en esta Comisión o en cualquier otra en la que se traten asuntos 
vinculados a la Justicia, con voz y sin voto. También implica la posibilidad de enviarnos un anteproyecto de 
ley, pero creo que es errónea la comunicación del Poder Judicial enviando esta propuesta como proyecto de 
ley. En términos constitucionales, el proyecto de ley es solamente aquel que cuenta con la firma de algún 
legislador o del Poder Ejecutivo. Las formalidades existen, muchas veces, para darle marco y continente a 
contenidos, y creo que es importante hacer la salvedad. 


No tengo ningún problema tal como lo expresó el Presidente en dar estado parlamentario a una iniciativa 
sugerida y promovida por la Suprema Corte de Justicia, para discutirla, pero del punto de vista de lo que, a 
mi juicio, son los roles diferentes que tenemos, no acepto ni aceptaré que bajo esta Constitución el Poder 
Judicial tenga iniciativa de presentar proyectos de ley en este Poder Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo proceder de la misma forma en que lo hicimos con el proyecto 
anterior, es decir, dándole forma de iniciativa con la firma de legisladores, y estoy dispuesto a dar la 
mía. 


Se ha planteado considerar el asunto "Campos de Guayuvirá en el departamento de Artigas", que fue 
repartido ayer en la sesión de la Cámara. 


SEÑOR CÁNEPA.- Esto es fruto de un acuerdo interpartidario. Los tres Diputados del departamento 
de Artigas nos han dicho que están de acuerdo con la rápida aprobación de este proyecto, casi sin 
discusión, porque hay un plazo perentorio, que es el 30 de setiembre. 


Se trata de un problema legal con relación a algunos padrones de la 10a. Sección Judicial del departamento 
de Artigas, en particular el padrón N* 1474, que desde hace tiempo en algunos casos, hace treinta años están 
ocupados por familias. Mediante este proyecto, se encomienda cumplir con un artículo de una ley de 1925 
que preveía, precisamente, la solución de este tipo de temas y, aparentemente, no se ha podido cumplir en 
este tiempo. 


El proyecto establece un plazo de dos años para resolver este problema y suspende todos los procesos de 
desalojos y lanzamientos, así como desapoderamientos y otro tipo de procedimientos coactivos que se hayan 
iniciado contra los poseedores u ocupantes. 


Quiero dejar claro que este texto fue aprobado en menos de dos semanas y por unanimidad en el Senado de la 
República, con acuerdo de todos los partidos, y que aquí también cuenta con el acuerdo de los tres Diputados 
del departamento. La premura en relación con este tema nos lleva a plantear al señor Presidente de la 


Comisión la necesidad de aprobarlo hoy. Incluso, hay un acuerdo interpartidario de llevarlo al plenario en el 
día de hoy, para su rápida transformación en ley, a los efectos de resolver esto antes del 30 de setiembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Ha sido propuesto el señor Diputado Cánepa como miembro informante. 


Propongo alterar el orden del día y considerar rápidamente el asunto que figura en tercer término: "Pueblo 
Miguelete, departamento de Colonia. (Se declara feriado no laborable el día 27 de marzo de 2009, con 
motivo de conmemorarse el centenario de su fundación)". 


" 


Quiero hacer una precisión. El proyecto de ley dice "ciudad de Miguelete" y debe decir "pueblo Miguelete". 
Se debe hacer la corrección en los dos artículos del proyecto. 


Hemos adquirido el compromiso de procesarlo rápido ante el señor Diputado González Álvarez, porque el 
feriado es el 27 de marzo y si llegamos al receso, tal vez, no nos den los plazos. 


SEÑOR ORRICO.- Propongo que donde dice "el 100 aniversario" diga "el centésimo aniversario". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto con las modificaciones propuestas. 
(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Ha sido propuesto el señor Presidente como miembro informante. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: "Derecho de acceso a la 
información pública. (Regulación)". 


Este proyecto es considerado complementario del que aprobó la Cámara y ya es ley, referido a los datos 
personales y protección de la información. 


SEÑOR CÁNEPA.- Este es un importante proyecto de ley, que cuenta con media sanción del Senado. 
Como decía el señor Presidente, cuando consideramos la actual ley sobre protección de datos 
personales el habeas data habíamos anunciado que este texto, que estaba siendo tratado en el Senado, 
era la contracara. Incluso, hace ya un tiempo votamos la creación de un Sistema Nacional de Archivos, 
que también está vinculado con esta temática. 


Una ley sobre acceso a la información pública es necesaria, entre otras cosas, para poder aprobar el proyecto 
de Archivo de la Memoria, que cuenta con el acuerdo de todos los partidos políticos en el Senado de la 
República. 


El proyecto de ley que tenemos a estudio tiene sus antecedentes en la iniciativa del Grupo de Archivos y 
Acceso a la Información Pública, constituido por organizaciones de la sociedad civil y algunos legisladores, 
que presentaron un primer borrador en junio de 2006. Quiero destacar en la elaboración de estos 
anteproyectos la importancia del trabajo conjunto de organizaciones de la sociedad civil que, nucleadas en 
este grupo de trabajo, generaron la conciencia necesaria para avanzar en esta temática del acceso de los 
ciudadanos a la información pública en poder del Estado. Luego, por supuesto, el anteproyecto contó con el 
trabajo necesario de muchos legisladores para que fuera un proyecto de ley, y cuando fue tratado en el 
Senado se efectuaron diversas consultas a todas las cátedras y a todas las organizaciones vinculadas con este 
tema, recibiéndose valiosos aportes que modificaron sustancialmente el proyecto original 


Durante la consideración de esta iniciativa, apareció un proyecto sustitutivo que contenía sugerencias de la 
Agencia para el Desarrollo de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento 
AGESIC, que es el que finalmente fue aprobado por la Comisión y por la Cámara de Senadores. 


El proyecto de ley instrumenta el derecho de acceso a la información pública, que nuestro país ya ha 
reconocido al asumir distintos compromisos y ratificar tratados internacionales de derechos humanos. 


Quisiera destacar que, en particular, el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
establece: "Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el no 
ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de 
difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión". 


El artículo 19.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos afirma: "Toda persona tiene derecho a 
la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole [...]". 


El artículo 13.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos más conocida como Pacto de San José 
de Costa Rica también establece: "Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. 
Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole [...]". 


Esto es clave para comprender que el acceso a la información es la contracara natural de la posibilidad del 
ejercicio de la libertad de expresión, derecho tan caro a la democracia nacional, y dar los instrumentos para 
que todos los habitantes de la República puedan tener una relación mucho más sana y directa con el Estado 
uruguayo habla de la calidad y la profundización de la democracia. 


Lamentablemente, durante todo este tiempo se ha construido una cultura del secreto, por no haber un 
protocolo y una ley clara que definan qué tipo de información es de acceso público y cuál no y de qué manera 
se debe tratar, para no estar como muchas veces sucede a expensas de la voluntad de algún jerarca de carrera 
administrativa de turno que decida por sí y ante sí cuál es la relevancia de alguna información solicitada por 
los habitantes de la República. 


La aprobación del proyecto de ley atendería las diferentes recomendaciones efectuadas desde la Relatoría 
para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el sentido de que los 
Estados deberían implementar, mediante leyes, mecanismos de acceso a la información. Más precisamente, el 
Capítulo IV del informe anual del año 2003, "Informe sobre el Acceso a la Información en el Hemisferio" 
haciendo referencia al Informe Anual del año 2001 del Relator Especial para la Libertad de Expresión, 
recomienda: "La promulgación de leyes que permitan el acceso a la información en poder del Estado", así 
como "El impulso de proyectos de ley sobre la materia con la participación y consenso de la sociedad civil". 


También la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, por la Relatoría para la Libertad de 
Expresión, elaborada en el marco de su mandato, y aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en el 108* período ordinario de sesiones, en octubre del año 2000, establece en su artículo 4”: "El 
acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los individuos. Los Estados están 
obligados a garantizar el ejercicio de este derecho. Este principio solo admite limitaciones excepcionales que 
deben estar establecidas previamente por la ley para el caso que exista un peligro real e inminente que 
amenace la seguridad nacional en sociedades democráticas". 


También quisiera destacar, en el marco del sistema interamericano de derechos humanos, un precedente muy 
importante en esta materia marcado por la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de 19 
de setiembre de 2006, relativa al caso "Claude Reyes y otros Vs. Chile", que considera la negativa parcial del 
Estado Chileno de suministrar información de interés público. 


La resolución de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos OEA, de 6 de junio de 
2006, insta "a los Estados Miembros a que respeten y hagan respetar el acceso de todas las personas a la 
información pública y promuevan la adopción de las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para asegurar su reconocimiento y aplicación efectiva". En el mismo sentido, el párrafo 161 de la 
sentencia de la Corte establece que "estima importante recordar al Estado (Chile) que, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 2 de la Convención, si el ejercicio de los derechos y libertades protegidos por dicho 


tratado no estuviere ya garantizado, tiene la obligación de adoptar las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades". 


Es por esto que consideramos que la aprobación de este proyecto significará para nuestro país la adecuación 
de su legislación a los compromisos asumidos y creará un marco de referencia para la promoción de la 
libertad de expresión e información, elementos fundamentales para la existencia de una sociedad 
democrática. No se trata solamente de la existencia de esos derechos sino de dar instrumentos legales que 
permitan y garanticen su ejercicio. 


El proyecto de ley proveniente del Senado consta de siete capítulos y treinta y cinco artículos. 
El Capítulo Primero se refiere a las disposiciones generales 


En el artículo 1* se define el objeto de la ley, que es promover la transparencia de la función administrativa de 
todo organismo público y garantizar el derecho fundamental de las personas al acceso a la información 
pública. 


En el artículo 2” se define el alcance de la ley, considerándola de aplicación a toda la información pública, 
entendiéndola como toda la que emane o esté en posesión de cualquier organismo público, sea o no estatal. 
Asimismo, se determina la posibilidad de establecer excepciones a este alcance mediante la ley en los casos 
de información reservada o confidencial, que artículos más adelante definen y detallan. 


El artículo 3" refiere al derecho de acceso a la información pública y lo define, en forma muy amplia, como el 
derecho de todas las personas al acceso a la información pública, sin que sea necesaria la justificación de 
razones por las que se solicita tal información. Esta definición nos pone en el más alto estándar de acceso a la 
información pública que existe a nivel internacional, al mismo nivel de las legislaciones de la Unión Europea 
y Estados Unidos, que son las más avanzadas del mundo en la defensa de los derechos de los ciudadanos. 


El Capítulo Segundo, "De la información pública", consta de nueve artículos. En ellos se definen y 
establecen las características de la información pública: difusión, custodia, obligatoriedad de presentación de 
informes, excepciones, clasificación de reservada y confidencial, período en que se mantiene la clasificación 
e inoponibilidad en los casos de violaciones a los derechos humanos. 


Rápidamente, quisiera destacar algunos de los artículos que nos parecen sustanciales en este punto, no 
solamente en lo relativo a la difusión, custodia y obligatoriedad de presentar informes anuales del 
cumplimiento del derecho de acceso a la información pública que deben hacer las oficinas y los órganos 
públicos del Estado al Órgano de Control que creamos en el artículo 19. 


El artículo 8” establece las excepciones a la información pública, determinando que solamente pueden ser 
definidas por ley o según lo establecido en los artículos 9* y 10, relativos a la información reservada y 
confidencial. 


En el artículo 9” se define como información reservada aquella cuya difusión pueda: comprometer la 
seguridad pública o la defensa nacional; menoscabar la conducción de las negociaciones o las relaciones 
internacionales del país; dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; poner en riesgo la 
vida, la dignidad humana, la seguridad o la salud de cualquier persona; suponer una pérdida de ventaja 
competitiva para el sujeto obligado, o que dañe su proceso de producción, y desproteger descubrimientos 
científicos, tecnológicos o culturales. 


Por su parte, el artículo 10 considera información confidencial a aquella que es entregada a los sujetos 
obligados en tal carácter, comprendiendo: la información relativa al patrimonio de las personas; la 
información referida a hechos o actos de carácter económico, contable, jurídico o administrativo relativos a 
una persona física o jurídica, que puedan ser útiles para un competidor, y la información amparada por una 
cláusula contractual de confidencialidad. 


Me parece sumamente importante destacar esto que es una innovación que introduce este proyecto que viene 
del Senado, porque si bien ya existía en nuestro país la cláusula de confidencialidad y su alcance está 
regulado por nuestro derecho civil, es sumamente relevante que se establezca la potestad de imponer 
determinadas reservas en la autonomía de la voluntad de las partes para lo que integra el principio de 


confidencialidad que puede existir en un contrato si es que se establece esta cláusula, siempre y cuando no 
afecte los principios generales del derecho ni atente contra otras partes del ordenamiento jurídico. 


Son también confidenciales los datos personales que requieren previo consentimiento informado. 


En el artículo 11 se define el período de reserva, estableciendo que la información clasificada como reservada 
permanecerá en tal carácter hasta un máximo de quince años desde su clasificación. Se define también que la 
información podrá ser desclasificada cuando se extinga la causa que dio lugar a su clasificación. Por último, 
se permite ampliar el período de reserva cuando permanezcan y se justifiquen las causas que le dieron origen, 
cuando ello esté debidamente fundado por el jerarca correspondiente. 


El artículo 12 establece una excepción muy importante, que hace muy relevante este proyecto de ley. Se 
establece que en ningún caso se podrá invocar las reservas definidas en los artículos anteriores la reserva de 
confidencialidad o lo que el artículo 10 define como datos reservados cuando la información solicitada se 
refiere a violaciones de derechos humanos o que sea relevante para estudiar, prevenir o evitar violaciones de 
los mismos. 


El Capítulo Tercero establece el procedimiento administrativo para acceder a la información pública. Consta 
de seis artículos y define los procedimientos para la solicitud de la información, los límites y plazos, la 
competencia en las decisiones y el acceso a la información. Esto me parece fundamental. Es un 
procedimiento con una celeridad importante, que comprende muy claramente cuáles son los alcances de la 
producción de la información que tiene el Estado. 


Establece el plazo de veinte días hábiles para permitir o negar el acceso a la información, que se podrá 
prorrogar por otros veinte días debido a razones fundadas y presentadas por escrito, cuando medien 
circunstancias excepcionales. 


El artículo 16 determina que la competencia para decidir sobre las peticiones debe emanar del jerarca 
máximo del organismo o de quien ejerza facultades delegadas. En caso de ser negado el acceso a la 
información deberá ser en forma fundada y definiendo claramente cuál es el texto legal que habilita esa 
denegación. 


El artículo 17 regula qué pasa en el caso de que se resuelva favorablemente. 


El artículo 18 constituye un avance sustancial de este proyecto de ley que nos va a poner reitero en los más 
altos estándares de protección del derecho a la libertad de expresión de nuestros ciudadanos y habitantes. 
Está referido al llamado silencio positivo y define que la negativa a proporcionar información solo podrá 
hacerse mediante resolución motivada del jerarca del organismo, donde se señale el carácter reservado o 
confidencial de la información y la disposición legal en que se funde. Se señala que una vez vencidos los 
plazos, incluida la prórroga si la hubiera y si no existe resolución expresa notificada al interesado, el mismo 
podrá acceder a la información solicitada, considerando como falta grave la negativa de cualquier funcionario 
a proveérsela. 


El Capítulo Cuarto tiene tres artículos y crea el órgano de control, que es la Unidad de Acceso a la 
Información Pública, como órgano desconcentrado de la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión 
Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento, la AGESIC. Esta Unidad va a tener tres 
miembros: uno será el Director Ejecutivo de la AGÉESIC; los dos restantes serán designados por el Poder 
Ejecutivo y durarán cuatro años en el cargo. 


Se crea un Consejo Consultivo que asistirá al Consejo Ejecutivo y estará integrado de la siguiente manera: 
por una persona con reconocida trayectoria en la promoción y defensa de los derechos humanos designada 
por el Poder Legislativo, sin que pueda ser legislador; por un representante del Poder Judicial; por un 
representante del Ministerio Público; por un representante del área académica, y por un representante del 
sector privado, que se elegirá en la forma en que establezca la reglamentación. 


El Capítulo Quinto consta de nueve artículos y establece un procedimiento particular y especial para definir 
la acción de acceso a la información a nivel judicial, que es la contracara de la acción de protección de datos 
personales creada en la ley anteriormente citada. 


Aquí se crea el procedimiento judicial y la acción específica para el acceso a la información por parte de los 
ciudadanos, en caso de que el Estado o las personas públicas vinculadas a estos temas sean estatales o no 
respondan de acuerdo con lo que este proyecto de ley prevé como procedimiento administrativo. 


El Capítulo Sexto determina, en su único artículo, las responsabilidades administrativas de los funcionarios 
públicos, señalando que constituirán falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que 
correspondan: a) denegar información no clasificada como reservada o confidencial; b) la omisión o 
suministro parcial de la información requerida, actuando con negligencia, dolo o mala fe; c) permitir el 
acceso injustificado a información como reservada o confidencial, y d) la utilización, sustracción, 
ocultamiento, divulgación o alteración total o parcial en forma indebida de la información que se encuentra 
bajo su custodia o a la que se tenga acceso por razones funcionales. 


Por último, se establecen algunas disposiciones transitorias para hacer posible la transición necesaria, porque 
este proyecto de ley implica un cambio sumamente importante a nivel del Estado. El cambio cultural 
necesitará más tiempo, pero, de todos modos, este proyecto de ley, como instrumento, nos parece sustancial, 
por lo cual nuestra bancada entiende pertinente darle una rápida aprobación, ya que nos permitirá completar 
un sistema de protección del acceso a la información pública y de datos personales en nuestro país. Por suerte 
o, mejor dicho, gracias al trabajo realizado, este tipo de proyectos ha tenido un amplio respaldo de este 
Parlamento, que garantiza su perdurabilidad y sustentabilidad futuras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un comentario a título personal sobre lo que acaba de decir el 
señor Diputado. 


Yo también comparto la necesidad y la conveniencia de aprobar este proyecto de ley por su contenido. Creo 
que no deberíamos hacer modificación alguna; aparte, tiene mucho peso el informe que el Senado obtuvo del 
doctor Carlos Delpiazzo referido al proyecto de ley, que hace una única salvedad formal en cuanto al artículo 
12 y su imprecisión, pero no al punto de que deba ser modificado en mi opinión, sino que consta que se deja 
lugar a la interpretación judicial. 


Me parece que tenemos que darle el mismo tratamiento que al proyecto sobre protección de datos personales, 
es decir, aprobarlo tal como vino del Senado, donde además se aprobó por unanimidad. 


SEÑOR LACALLE POU.- Yo no soy partidario de votar esto a la ligera, sin analizar artículo por 
artículo. 


Para empezar, no estoy dispuesto a poner la palabra "transparencia" en un texto legal, así como no estuve de 
acuerdo en incluirla en la ley sobre partidos políticos. La transparencia, la honestidad y algunos otros 
atributos no se decretan ni se consiguen poniéndolos en leyes. Estoy de acuerdo con el espíritu del artículo 1, 
pero nunca fui partidario de mencionar esto a texto expreso. Al respecto, hay una explicación un poco más 
amplia en alguna versión taquigráfica de la Legislatura pasada, cuando se trató la ley sobre partidos políticos, 
y me gustaría que la Secretaría la buscara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece a los miembros de la Comisión, procederemos de acuerdo con lo 
planteado por el señor Diputado Lacalle Pou que, obviamente, es correcto. 


En discusión el artículo 1”. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece correcto que una ley fije como objetivo promover la transparencia; es 
un fin a perseguir. Estamos todos de acuerdo con que la transparencia no se decreta por ley ni por 
reglamento ni por ninguna otra figura jurídica, pero se fomenta a través de determinados mecanismos 
administrativos o del tipo que fuere, que permitan que el ciudadano tenga acceso a determinada 
información, que es lo que se propone en este proyecto. Entonces, objetar el concepto "transparencia" 
no me parece correcto, porque, precisamente, este tipo de leyes busca que el ciudadano vea, con toda la 
cristalinidad que se pueda, el ejercicio de la función pública. 


Esto no significa que se decretó la transparencia a partir de ahora, porque no es cierto. A través de una serie 
de mecanismos que se establecen en el proyecto de ley, se busca que cuando el ciudadano quiera estar 


informado de algo, pueda estarlo. A eso se refiere "transparencia"; es un objetivo a alcanzar y no una cuestión 
a decretar. Es el objetivo que la ley pretende. 


Por tanto, me parece que es bueno que esté ahí, porque al fijar el objetivo que la ley establece también fija los 
criterios de interpretación de las normas jurídicas que contiene, que tienen que estar al servicio de los 
ciudadanos para que, en forma transparente, puedan acceder al resultado de la función pública. 


SEÑOR LACALLE POU.- Demostrará esta ley si logra cristalinidad o claridad. "Transparencia" es 
un modismo muy utilizado por ONG, organismos internacionales y algunas agremiaciones vinculadas 
a determinados sectores políticos, que no tiene definición jurídica. Significa que se ve de lado a lado; no 
termino de entender cuál es el concepto jurídico. 


Reitero: redactemos un artículo que establezca procedimiento, y logremos o no más claridad en la función 
pública. Insisto en que decir que se trata de promover la transparencia no es adecuado, porque se supone que 
todo acto administrativo, ley o acto jurídico está inspirado en muchos criterios, entre otros, en la rectitud y la 
cristalinidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que el planteo que hace el señor Diputado tiene sus fundamentos. 
El artículo 1” podría tener una redacción diferente, por ejemplo, podría decir: "La presente ley tiene 
por objeto garantizar el derecho fundamental de las personas al acceso a la información pública en 
relación con la función administrativa de todo organismo público, sea o no estatal". 


Esta redacción recogería el planteo del señor Diputado Lacalle Pou. 


De cualquier manera, es cierto que las normas pueden establecer lo que se llama petición de principios y 
hacer lo que algunos llaman despectivamente "saludo a la bandera". 


Sin perjuicio de que entiendo muy razonable el planteo del señor Diputado Lacalle Pou y hasta tengo una 
propuesta de redacción alternativa para el artículo 1”, el estado parlamentario que tiene este proyecto de ley 
quizás justifique que lo aprobemos tal cual está, salvo que haya otros artículos discutidos en los que 
queramos introducir modificaciones. Reitero que con esto no quito valor al planteo que hizo el señor 
Diputado Lacalle Pou, que entiendo pertinente porque tampoco me gustan las leyes que defienden cosas que, 
después, en la práctica, no se plasman. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Estoy de acuerdo con el señor Diputado Lacalle Pou. Creo que se 
puede mejorar la redacción del artículo, y podemos ir en el camino que señala el señor Presidente. 


Yo también había esbozado una nueva redacción: "La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho 
fundamental de las personas al acceso a la información pública y promover el buen funcionamiento de todo 
organismo público, sea o no estatal". 


Creo que la palabra "transparencia", que se ha difundido en la sociedad, no tiene una correspondencia como 
para plasmarla en un proyecto de ley de este tipo. Según la Real Academia Española, transparencia quiere 
decir "Fondo proyectado cinematográficamente sobre una pantalla usada para llevar al estudio las vistas del 
exterior". 


Está bien; todos conocemos el uso común de la palabra "transparencia", pero yo creo que los legisladores 
deberíamos ser rigurosos en el momento de poner en negro sobre blanco el espíritu y el sentido final de las 
leyes. Por lo tanto, yo me afiliaría a una redacción de este tipo, que en nada variaría el espíritu del proyecto y 
coadyuvaría a tener una mejor redacción. 


SEÑOR ORRICO.- El Código Civil establece que las palabras en la ley tendrán su sentido natural y 
obvio. El término "transparencia" es admitido por la Real Academia Española, no así "copamiento", 


por ejemplo; aunque creamos un delito de copamiento, el término no existe. 


"Transparencia", en su sentido natural y obvio, aplicado acá significa que el ciudadano puede ver de un lado a 
otro la función pública, o se promueve que eso sea así. Si se logra o no, es otro problema que vamos a 


discutir en los artículos subsiguientes, pero me parece que no está bien objetar el concepto "transparencia" y 
mucho menos calificarlo como no jurídico. No hay ningún diccionario jurídico que tenga la palabra 
"transparencia", pero la palabra significa que, en determinadas condiciones, el ciudadano tiene derecho a 
saber cómo se ejerce la función administrativa y cuáles son los documentos que están allí; es nada más que 
eso. 


Acá no estamos hablando de un contrato; no estamos hablando de términos de esa naturaleza, sino de un 
término que se emplea en el idioma castellano no el español, por el cual se establece que el ciudadano tiene 
que estar informado, cuando lo solicite y en determinadas condiciones que más adelante se establecen, sobre 
cómo se ejerce la función administrativa. Es nada más que eso; por tanto, adelanto que vamos a votar este 
artículo tal como está. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Nosotros hemos comprendido cuál es la interpretación que ha dado el 
señor Diputado Orrico, pero en cuanto al sentido natural y obvio de las palabras, yo no puedo ir más 
allá de lo que indica el diccionario. Si no, legislaríamos con expresiones que no se corresponden con el 
sentido que tienen las palabras. 


Creo que perfectamente se puede admitir una variación de la redacción, para hacerla más clara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier manera, aclaro que la palabra "transparencia" está usada de 
manera apropiada en función de su sentido. 


El artículo 1” que vino del Senado dice: "La presente ley tiene por objeto promover la transparencia de la 
función administrativa de todo organismo público sea o no estatal y garantizar el derecho fundamental de las 
personas al acceso a la información pública". 

La redacción sustitutiva dice: "La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho fundamental de las 
personas al acceso a la información pública en relación con la función administrativa de todo organismo 
público, sea o no estatal". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1* tal como vino del Senado. 

(Se vota) 

——— Cinco en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 2”. 
SEÑOR LACALLE POU.- Este artículo establece dos excepciones acerca de la publicidad o no de la 


información. Una refiere a las excepciones o secretos establecidos por una ley anterior, pero no 
determina cuándo es una información reservada o confidencial. 


SEÑOR CÁNEPA.- Está definido en los artículos 9” y 10. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2*. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 3". 


SEÑOR LACALLE POU.- Aquí se hace referencia taxativa a la imposibilidad de discriminación. Se 
habla de nacionalidad y de carácter del solicitante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, no es una referencia taxativa sino expresa. 


SEÑOR LACALLE POU.- Está bien, pero si se habla de discriminación, me gustaría saber por qué se 
hacen dos referencias expresas. Pienso que para que realmente no sea discriminatorio no debería 
haber ninguna referencia. 


SEÑOR CÁNEPA.- El señor Presidente hacía referencia a un informe exhaustivo y muy completo del 
doctor Delpiazzo, catedrático de Derecho de la Información y uno de los pocos especialistas de 
Uruguay en estos temas, que ayudó a la solución del proyecto sustitutivo que presentó la AGÉSIC. 


Una de las discusiones que existen en derecho comparado es si debe haber o no limitación al acceso a la 
información pública de un Estado por motivos de nacionalidad. Se hace mención expresa porque existen 
enormes discusiones doctrinarias sobre el alcance de la posibilidad de solicitud, si debe ser hecha por un 
habitante o por un ciudadano; todos sabemos que no es lo mismo. En algunos países se entiende que 
solamente aquel que es ciudadano o nacional perteneciente a la nación que el Estado representa tiene ese 
derecho. En este caso, se optó por un derecho mucho más amplio, en nuestra opinión de manera correcta, y 
me remito a la fundamentación que he dado, que también se encuentra en el informe del doctor Delpiazzo. 


El carácter del solicitante se refiere a que puede ser una persona física o jurídica, pública o privada, de 


cualquier tipo. Habla del carácter desde el punto de vista jurídico. Por tanto, se hace referencia expresa 
porque es lo más amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3”. 


(Se vota) 
——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Ya estamos en la hora de finalizar la sesión. 


SEÑOR ORRICO.- Propongo que este asunto se ponga como primer punto del orden del día de la 
sesión del próximo miércoles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


Informo que hemos recibido los antecedentes sobre la solicitud de desafuero del señor Diputado Mazzulo. 
Vamos a hacer una copia para cada uno de los integrantes de la Comisión; si alguno quiere una copia 
adicional, que me lo haga saber. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


